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Decide la Sala esta acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, a la que fue vinculada la Procuraduría General de La Nación.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas por la presunta violación de los derechos “al debido proceso, igualdad y la debida administración de justicia.”
Narró, en resumen, que presentó acción popular ante el despacho accionado, radicada al número “2015-0005” y le fue rechazada porque no indicó el lugar exacto donde están ubicados unos postes que violan el espacio público, con desconocimiento del artículo 18 de la Ley 472 de 1998, que no impone esa determinación; proceder de esa manera significaría que en otra acción popular en la que no se señalara el nombre de quien amenace o vulnere un derecho público sería susceptible de rechazo, cuando la misma normativa señala que el juez debe proceder de oficio a establecer la posible agresión. 
Reclamó el amparo de los derechos invocados y que se ordene al accionado que de manera inmediata dé cumplimiento a la norma, so pena de destitución; que se le ordene admitir la acción popular y se remitan copias a la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura o al ente que corresponda para que se investigue administrativa y disciplinariamente al demandado, así como a la Corte Constitucional, el Procurador General de la Nación, la Fiscalía General de la Nación y la Contraloría General de la República, para que se tomen medidas sobre el particular.
Se dispuso dar trámite a la petición y se corrió traslado al funcionario para que ejerciera su derecho de defensa, a la vez que se ordenó que se enviaran copias de las actuaciones surtidas en la acción popular referida. Luego de una declaratoria de nulidad se vinculó al asunto al agente del Ministerio Público.
El término concedido a la parte accionada corrió en silencio y se recibieron las reproducciones mecánicas pedidas. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa de una errónea aplicación del artículo 18 de la Ley 472 de 1998, ante la imposición que se le hizo al actor popular de señalar el lugar donde se vulnera el derecho público cuya protección se invoca. 
   



Reiteradamente se ha dicho que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia T-021 de 2014, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela.

   



Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



Aquellos presupuestos generales no se satisfacen en su integridad. En particular, el que atañe a la subsidiariedad, porque está decantado que la acción de tutela sólo se abre paso cuando quien pide la protección no ha tenido a su alcance otros mecanismos de defensa judicial. Para el caso de una acción popular, haciendo eco de lo que señala el artículo 36 de la misma Ley 472 citada, contra todos los autos que se dicten dentro de ella, procede el recurso de reposición. 

   



En ese orden de ideas, una vez se inadmitió la acción popular, según dan cuenta las copias remitidas por el juzgado, el accionante le manifestó al juez que no se allanaba a cumplir la orden impartida, porque no era carga suya señalar el sitio donde están ubicados los postes cuya remoción pretende. Asumiendo que tal manifestación pudiera tenerse como una reposición, lo cierto es que tal justificación no fue aceptada por el juzgado, que en providencia del 14 de abril, rechazó la demanda. Contra este último proveído, el demandante nada dijo, esto es, no interpuso el recurso que la ley brindaba; en cambio sí acudió a este especial mecanismo, sin tener en cuenta que el mismo no se erigió como una alternativa procesal más, ni como una especie de instancia. 
   



Dicho de otro modo, el silencio del accionante contra el auto que le rechazó la acción popular, no se puede remediar con la interposición de una acción de tutela, porque esta tampoco se destina a corregir las falencias de las partes en un proceso, cualquiera que sea. Lo anterior es suficiente para declarar improcedente la acción ahora impetrada contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, a la vez que se absolverá a la otra entidad involucrada, porque no se halla de su parte ninguna trasgresión.
  



DECISIÓN
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas. 

Se absuelve a la Procuraduría General de La Nación.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS                  DUBERNEY GRISALES HERRERA                           
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